

LA CAMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES
SANCIONA CON FUERZA DE
LEY
Artículo 1.- Objeto. La acción por omisión reglamentaria tiene por objeto lograr un mandato judicial que ordene al poder público competente subsanar la omisión dentro de un plazo razonable, el cual en ningún caso podrá afectar la eficacia del derecho en cuestión.
Artículo 2.- Legitimación. Toda persona física o jurídica que, como consecuencia de la omisión del Poder Ejecutivo de ejercer la facultad reglamentaria que surge del art. 144 inc. 2 de la Constitución Provincial, sienta que se ha lesionado, restringido, alterado o impedido el goce de un derecho individual o colectivo consagrado por la Constitución, o la ley, podrá interponer acción por omisión reglamentaria.
Podrá también ser deducida, en las mismas condiciones, por las asociaciones que sin revestir el carácter de personas jurídicas justificaren, mediante la exhibición de sus estatutos, que propendan a los fines de las normas cuya reglamentación se hubiere omitido, registradas conforme a la ley. 
Artículo 3.- Procedencia de oficio. La acción por omisión reglamentaria podrá ser interpuesta por los sujetos legitimados en el artículo 2 o de oficio al vencimiento del plazo que la ley fijó para su reglamentación o no existiendo plazo cuando hayan transcurrido seis (6) meses desde su entrada en vigencia.







Artículo 4.- Competencia. La competencia se determinará de igual forma que la prevista, para la acción prevista en el art. 321 inc. 1º del Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia (Decreto-ley 7425/68, leyes 7861,11453 y modificatorias).
Artículo 5.- Contenido de la demanda. La demanda deberá interponerse por escrito y contendrá:
a) Nombre, apellido, domicilio real y constituido del demandante;
b) La individualización de la norma por la que se solicita la reglamentación, con identificación del Boletín Oficial en la que fue publicada; 
c) El relato circunstanciado de los perjuicios ocasionados por la falta de reglamentación y los derechos que se vulneran por el mantenimiento de la omisión reglamentaria; 
d) La petición, en términos claros y precisos.
Artículo 6.- Informe. Admitida la acción por omisión reglamentaria el juez requerirá en un plazo perentorio un informe acerca de los motivos que dieron lugar al incumplimiento y en caso de existir los trámites realizados tendientes a cumplir con la reglamentación de la norma. El requerido en su respuesta deberá remitir los dictámenes de los servicios jurídicos que hubieren intervenido y si existieren los proyectos de decreto reglamentario que se hubieren tramitado. 
Artículo 7.- Apelación. Solo será apelable la resolución que deniegue la acción por omisión reglamentaria.
Artículo 8.- Apertura a prueba. Recibido el informe requerido o al vencimiento del plazo el juez abrirá la causa a prueba y una vez producida esta dictará sentencia rechazando o haciendo lugar a la acción en cuyo caso ordenará a la autoridad el cese de la omisión y que proceda a dictar las normas reglamentarias en un plazo que no deberá exceder los (30) días bajo apercibimiento de ley.
Artículo 9.- Integración y resarcimiento. En caso de subsistir la omisión el juez interviniente ejercerá supletoriamente la actividad reglamentaria y dictará las 




normas que fueren necesarias para hacer operativos los derechos consagrados por la ley en cuestión, para lo cual tomará en consideración los informes y dictámenes, proyectos de decreto, a que se refiere el art. 6. De no ser posible determinará  las acciones que estime pertinente a fin de evitar los eventuales mayores daños que pudiere ocasionar la omisión.
Artículo 10.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.





















FUNDAMENTOS

El presente proyecto de ley tiene el propósito de crear un remedio jurisdiccional, rápido y eficaz, contra la mora de la administración en dictar los reglamentos necesarios para asegurar la plena operatividad de las leyes sancionadas por el poder legislativo provincial.
Según lo prevé nuestro ordenamiento jurídico el proceso de formación y sanción de las leyes es un acto complejo en el que  interviene  el Poder Legislativo en dos etapas que se desarrollan en cada una de las Cámaras y también el Poder Ejecutivo haciendo uso de sus facultades de vetar total o parcialmente una norma, promulgar y publicar. Una vez cumplido con el procedimiento legislativo que fija la Carta Magna para la sanción de una ley se inicia una nueva etapa en la que interviene el Poder Ejecutivo en uso de sus facultades reglamentarias propias y dentro de los límites establecido por el artículo 144 inc. 2 de la Constitución Provincial
Así se originan los decretos conocidos doctrinariamente como “decretos reglamentarios o de ejecución”, los cuales  al decir de Néstor P. Sagués constituyen una de las vías regulares “de la exteriorización de las resoluciones presidenciales”, siendo “derecho complementario a la ley” que reglamenta.
A través del juego de las normas constitucionales se garantiza una efectiva división de poderes, a la vez que se establece un equilibrio de las funciones a cargo de los órganos de Estado. 
Sin embargo aún después de cumplidos los procedimientos constitucionales para la formación y sanción de la ley, muchas leyes pueden convertirse en letra muerta o en una simple declaración si no son reglamentadas por el Poder Ejecutivo o cuando mediante la reglamentación se pretende desvirtuar o desnaturalizar la voluntad que tuvo el legislador. 
Esta irregularidad afecta a amplios sectores de la sociedad, ya que las normas dejadas en el olvido abarcan materias tan disímiles que van de la protección del medio ambiente a aspectos vinculadas a la salud. 
Para el constitucionalista Daniel Sabsay, la no reglamentación de las leyes es "un subterfugio que el Poder Ejecutivo encuentra para no cumplir con lo que el Legislativo ordena". 
La reglamentación parcial de una norma también es una práctica que desnaturaliza o desvirtúa la voluntad legislativa.
No se trata entonces de un problema de poca eficiencia o de insuficiente trabajo de los legisladores. Tampoco de un problema jurídico, incluso se puede llegar a decir que leyes hay de sobra, pero que no nos hemos ocupado lo suficiente en que las mismas se cumplan para hacer efectivos los derechos, institutos, garantías y programas que el Poder Legislativo ordenó y por falta de reglamentación permanecen en una especie de limbo jurídico.
Se priva así a la sociedad no solo del goce de derechos reconocidos por las leyes sino que se afecta seriamente la credibilidad en el sistema democrático, en las instituciones y se lesiona la confianza depositada en quienes asumimos la responsabilidad de representar los intereses de los ciudadanos en forma plural.
Además, la falta de reglamentación implica, en la práctica, conceder al Poder Ejecutivo un doble derecho de veto lo cual no se compadece con el espíritu constitucional ni con la división de poderes, con el agravante de que esta segunda oportunidad para bloquear la voluntad legislativa, no cuenta con el mecanismo de equilibrio que es la insistencia, como en el caso de las legislación observada.
Para Sabsay, esto habla de la falta de equilibrio entre poderes. "En un país donde existiera equilibrio a un gobierno ni se le ocurriría incumplir con la reglamentación de las leyes".
Al preguntarnos, qué hacer frente a leyes que no se han reglamentado, omisión que impide el goce de los derechos y que produce un serio daño a la calidad institucional, surge el imperativo lógico de legislar en ese sentido.  
Entendemos que el uso de la Acción de Amparo, con el alcance elaborado por  la doctrina, la jurisprudencia y la formulación de ley 16.986 ni en art 321 de nuestra constitución local. No resultaría apto para subsanar la abstención administrativa. Por ello incluso hemos preferido no modificar el articulado del Código Procesal provincial, propiciando un norma de carácter complementario, que tuviera por fin específico esta finalidad
La cuestión cambia cuando mediante la reglamentación del amparo se dispone como lo hace la provincia de Mendoza mediante el Decreto-ley 2589/75 que podrá interponerse “contra la omisión del Poder Ejecutivo en reglamentar las leyes dentro de los plazos que éstas determinasen”, conf. Artículo 2. 
Afortunadamente están apareciendo algunas soluciones tanto normativas como jurisprudenciales para dar satisfacción y plena eficacia a los derechos que la omisión en reglamentar vulnera.
Entre los antecedentes del derecho público provincial, cabe destacar el artículo 207 de la Constitución de Río Negro establece que el “Superior Tribunal de Justicia tiene, en lo jurisdiccional, las siguientes atribuciones: … 
“En las acciones por incumplimiento en el dictado de una norma que impone un deber concreto al Estado Provincial o a los municipios, la demanda puede ser ejercida -exenta de cargos fiscales- por quien se sienta afectado en su derecho individual o colectivo”. 
El Superior Tribunal de Justicia fija el plazo para que se subsane la omisión. En el supuesto de incumplimiento, integra el orden normativo resolviendo el caso con efecto limitado al mismo y, de no ser posible, determina el monto del resarcimiento a cargo del Estado conforme al perjuicio indemnizable que se acredite.
Por su parte el artículo 10 de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires, también defiende la operatividad de todos los derechos, declaraciones y garantías de la Constitución Nacional, las leyes de la Nación y los tratados internacionales ratificados y que se ratifiquen los que no pueden ser negados ni limitados por la omisión o insuficiencia de su reglamentación y esta no puede cercenarlos.
El Artículo 19 de la Constitución de la provincia de Chubut incorpora el “Amparo por omisión de Reglamentación” diciendo que “Toda persona física o jurídica tiene el derecho de interponer acción de amparo por la omisión de cualquiera de los Poderes del Estado Provincial y Corporaciones Municipales en dictar las normas reglamentarias de la presente Ley dentro de los plazos previstos en la misma”
La acción por omisión reglamentaria que proponemos se inscribe dentro de la categoría de las acciones colectivas, introducidas por vía pretoriana por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el fallo "Halabi, Ernesto c/ P.E.N. - ley 25.873 -dto. 1563/04 s/ amparo ley 16.986".
Con su sentencia con efectos que van más allá del caso concreto, y se proyectan a “todos los casos”, la Corte sostiene “Que la Constitución Nacional admite en el segundo párrafo del art. 43 una tercera categoría conformada por derechos de incidencia colectiva referentes a intereses individuales homogéneos.” Tal sería el caso de los derechos personales o patrimoniales derivados de afectaciones al ambiente y a la competencia, de los derechos de los usuarios y consumidores como de los derechos de sujetos discriminados.”
“En estos casos no hay un bien colectivo, ya que se afectan derechos individuales enteramente divisibles. Sin embargo, hay un hecho, único o continuado, que provoca la lesión a todos ellos y por lo tanto es identificable una causa fáctica homogénea.” Ese dato tiene relevancia jurídica porque en tales casos la demostración de los presupuestos de la pretensión es común a todos esos intereses, excepto en lo que concierne al daño que individualmente se sufre. Hay una homogeneidad fáctica y normativa que lleva a considerar razonable la realización de un solo juicio con efectos expansivos de la cosa juzgada que en él se dicte, salvo en lo que hace a la prueba del daño. 
Sin embargo, no hay en nuestro derecho una ley que reglamente el ejercicio efectivo de las denominadas acciones de clase en el ámbito específico que es objeto de esta litis. Este aspecto resulta de gran importancia porque debe existir una ley que determine cuándo se da una pluralidad relevante de individuos que permita ejercer dichas acciones, cómo se define la clase homogénea, si la legitimación corresponde exclusivamente a un integrante de la clase o también a organismos públicos o asociaciones, cómo tramitan estos procesos, cuáles son los efectos expansivos de la sentencia a dictar y cómo se hacen efectivos.”  La clase que llamaremos “ciudadano afectado” aparece con claridad.
“Frente a esa falta de regulación que, por lo demás, constituye una mora que el legislador debe solucionar cuanto antes sea posible, para facilitar el acceso a la justicia que la Ley Suprema ha instituido, cabe señalar que la referida disposición constitucional es claramente operativa y es obligación de los jueces darle eficacia, cuando se aporta nítida evidencia sobre la afectación de un derecho fundamental y del acceso a la justicia de su titular. Esta Corte ha dicho que donde hay un derecho hay un remedio legal para hacerlo valer toda vez que sea desconocido; principio del que ha nacido la acción de amparo, pues las garantías constitucionales existen y protegen a los individuos por el solo hecho de estar en la Constitución e independientemente de sus leyes reglamentarias, cuyas limitaciones no pueden constituir obstáculo para la vigencia efectiva de dichas garantías (Fallos: 239:459; 241:291 y 315:1492).”
El art. 14 apartado 2 de la Constitución Provincial da marco de validez a esta acción que hoy propiciamos  con alcance a los “derechos constitucionales individuales y colectivos”, requiriendo una ley para regular su procedimiento.
Con ese alcance proponemos que la legitimación para obrar sea amplia, y los efectos de la sentencia se proyecten a todos los interesados, mediante la facultad que se otorga al juez de integrar la ley con la reglamentación que el Poder Ejecutivo ha omitido realizar. 
De este modo nuestro ordenamiento jurídico contará con un remedio excepcional que ponga fin a la desidia del órgano omitente, viabilizando, la canalización del justo reclamo del sujeto a quien la omisión perjudica y extendiendo sus efectos a toda la sociedad.  
Por los motivos expuestos solicitamos a la Honorable Cámara de la aprobación del presente proyecto de ley.
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